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Consejo de la Magistratura Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Buenos Aires, 21 de mayo de 2009

RES. Nº 263 /2009

 

VISTO: 

El expediente “SCD s/ denuncia formulada por el Sr. Rubén Sequeira” (SCD- 089/09-0).

CONSIDERANDO:


Que se inicia el expediente de referencia por la denuncia presentada  por el Sr. Rubén Delicio Sequeira en este Consejo de la Magistratura el 4 de mayo de 2009, ingresada como Actuación Nº 09557/09, contra la titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 12, Dra. Alejandra Petrella.


Que el Sr. Sequeira se presenta en representación de su hija menor de edad, EES que nació el 09/11/90, DNI  35.377.103 de 18 años de edad, y de dos niños de ésta, sus nietos E.J.C. nacido el 13 de Junio de 2007 en Avellaneda 551, Sanatorio Municipal de la Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires,  Dr. J.Mendez,  y  M.C.S. nacida el 20/07/08 en Bme. Mitre 2553 Capital Federal, en el Sanatorio de la Trinidad Mitre.  


Que en la representación invocada presentó un recurso de amparo con medida cautelar urgente, toda vez que el organismo administrativo correspondiente del GCBA le negó un subsidio habitacional bajo el Reg. Nº 7723DGI/08. Dicho expediente, Nº 33390/09,  caratulado: “Sequeira, Rubén Delicio s/Amparo” se inició el 25 de Marzo de 2009, con el patrocinio del Defensor Oficial Dr. Guillermo Gracia, a cargo de la Defensoría CAy T Nº 2, y recayó en el Juzgado CAy T Nº 12, Secretaría Nº 23.


Sostiene el Sr. Sequeira, entre otras cosas, que la Sra. Magistrada Dra. Petrella “no  consideró la urgencia del caso y por ende, a la fecha actual, no ordenó la medida cautelar”. Se destaca que la fecha del escrito de fs. 5 es 2 de mayo de 2009, presentado en este Consejo el 4 de Mayo  de 2009  a las 10.07 hs.


Solicita al Presidente de este Consejo de la Magistratura Dr. Mauricio Devoto “que interceda a la mayor brevedad posible y sin más trámites se ordene la medida cautelar urgente en virtud de proteger a mi hija y a sus dos pequeños hijos”. Pide se lo notifique de lo resuelto.


Que a fs. 7 se notificó al Sr. Sequeira para que comparezca el día lunes 11 de Mayo a las 11,00 horas ante la Comisión de Disciplina y Acusación, a fin de ratificar la denuncia.


Que a fs. 11 compareció el Sr. Sequeira, ratificó su denuncia y manifestó que la cautelar que solicitó le fue concedida el día 5 de mayo de 2009 y que se notificó de la misma el 7 de mayo ppdo. 


Que con fecha 11 de Mayo, se dispuso como medida preliminar el libramiento de oficio al Juzgado CAy T Nº 12, a los fines de solicitar la remisión de copia certificada del expediente Nº 33.390/09 caratulado “Sequeira, Rubén Delicio s/Amparo”.


Que dicho oficio fue diligenciado el mismo lunes 11 de Mayo y el día 13 de Mayo de 2009 la Sra. Jueza da cumplimiento a lo solicitado por esta Comisión de Disciplina y Acusación, acompañando copia certificada del referido expediente.


Que asimismo, la Dra. Petrella señala en forma pormenorizada los pasos procesales del expediente, con indicación de las fojas y las fechas en que cada acto se produjo. A  mayor abundamiento, se transcribe el descargo espontáneo realizado por la Magistrada:

“... el expediente “Sequeira, Rubén Delicio s/Amparo”, ha sido iniciado en fecha 25/03/09 a efectos de solicitar que se incluya a la hija del actor y a sus nietos en el Programa Habitacional  actualmente vigente en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, y se les brinde orientación para la búsqueda de una solución definitiva al problema habitacional que padecen. Asimismo, solicitó el dictado de una medida cautelar con los alcances mencionados con anterioridad (v. fs. 1/18). En dicho contexto, el 26/03/09 el amparista, patrocinado por el Sr. Defensor Oficial Dr. Guillermo A. Gracia acompañó la documental correspondiente (conf. fs. 63) y el 27/03/09 (v. fs. 64) se ordenó la producción de un oficio a diligenciarse en sede de la Procuración General del G.C.B.A., a efectos de que en el plazo de tres (3) días se remitiesen copias de la totalidad de las actuaciones administrativas vinculadas con el reclamo del Sr. Sequeira. Es así como, en fecha 01/04/09 y 06/04/09 (v. fs. 65 y 66 respectivamente), se observaron los oficios confeccionados por el representante de la parte actora, por errores en su confección. No obstante el día 07/04/09 (V. fs. 67 / 67 vta.) fue firmado el oficio dejado a confronte ese mismo día., el que fue diligenciado por la parte actora el 13/04/09 y acreditado en el expediente el 15/04/09 (v. fs. 69).El 16/04/09 (v. fs. 71) el GCBA solicitó una prórroga de cinco (5) días para dar cumplimiento con el requerimiento de referencia, el cual  fue despachado en el día, ampliando el plazo oportunamente otorgado, solamente en tres (3) días (v. fs. 72). El 22/04/09 la actora peticionó el dictado de una medida cautelar urgente (v. fs. 73) . En la misma fecha a fs. 74, se proveyó la reiteración del oficio bajo apercibimiento de aplicar sanciones en cabeza del funcionario administrativo correspondiente y se ordenó correr vista a la Asesoría Tutelar en atención a las particularidades de la representación invocada por el amparista, toda vez que el denunciante es el abuelo de los menores. Puntualmente, vale destacar que -como ya se ha explicado- la acción la interpone el Sr. Sequeira en representación de su hija de 18 años y sus nietos menores. La Asesoría Tutelar recibió el expediente el 24/04/09 (v. fs. 75 vta..) y lo devolvió con el dictamen pertinente el 04/05/09 (v. fs. 76/80). Interin, con fecha 29/04/09 (v. fs. 83/87) el GCBA acompañó el informe requerido. El día 05/05/09, (conforme fs. 89) pasaron los autos a resolver y la medida cautelar la cual fue concedida el mismo día y notificada a la Defensoría el 06/06/09 (v. fs. 90 /91 y 93/ 93 vta.) El 07/05/09 el Sr. Sequeira prestó caución juratoria (v. fs. 94). Es decir, de lo anterior se colige que -en todo momento- se ha respetado los plazos legales establecidos por la Ley 2145, vigente en el marco de la acción de amparo de referencia. Por lo tanto, no puede sostenerse de lo hasta aquí expuesto, demora alguna; antes bien, la celeridad ha caracterizado este proceso, así como en todos los amparos en trámite por ante el Tribunal a mi cargo.”


Que por todo lo expuesto, la Comisión de Disciplina y Acusación en relación a la denuncia formulada por el Sr. Sequeira, en su dictamen al respecto, destaca:


Que en relación al lapso transcurrido desde el inicio de la causa de amparo (25/03/09) hasta el dictado de la medida cautelar en sentido favorable a los intereses del presentante (05/05/09), no se advierte demora alguna por parte de la Sra. Magistrada, Dra. Alejandra Petrella, como sostiene el Sr. Sequeira, sino todo lo contrario. Esto queda demostrado con las constancias del expediente. 


Que en relación al agravio de los derechos constitucionales de su hija y nietos menores de edad, cabe destacar que el Sr. Sequeira ocurrió a la Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el 25 de Marzo de 2009, y que al  momento de ratificación de la denuncia ante la Comisión de Disciplina y Acusación (11 de mayo de 2009), la medida cautelar solicitada había sido concedida y notificada.


Que el tiempo transcurrido entre el inicio del recurso de amparo y la concesión de la cautelar solicitada obedece a que el Juzgado debe analizar, en el marco de su exclusiva competencia, las circunstancias de hecho señaladas y la verosimilitud del derecho y peligro en la demora, invocados en la demanda. 


Que de las constancias documentales agregadas no se advierte ninguna demora o desidia por parte del Tribunal, ni tampoco que la Sra. Jueza no haya considerado la urgencia del caso.


Que asimismo, en relación a la pretensión del Sr. Sequeira que el Señor Presidente de este Consejo Dr. Mauricio Devoto “interceda”, la misma resulta inadmisible e inaceptable.


Que este Consejo de la Magistratura no  puede presionar a los Jueces para interceder en sus decisiones, dado que las  facultades disciplinarias del Consejo de la Magistratura no deben confundirse con la tarea jurisdiccional propia de los Tribunales locales. 


Que en el mismo sentido, la Ley 31 dispone en su art. 1 que es función de este Consejo asegurar la independencia del Poder Judicial, la que reviste dos aspectos: uno externo, formado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del Estado, o incluso de particulares; y otro interno: el que puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los/as Magistrados/as que intervienen en determinados expedientes.


Que la potestad de este Consejo de la Magistratura se agota en la determinación de las responsabilidades originadas en las conductas que se consideren puedan llegar a ser pasibles de sanciones disciplinarias, o se configuren como posibles causales de remoción.


Que este Consejo de la Magistratura ha tomado por principio que los asuntos de naturaleza procesal o de fondo exceden el ámbito de su competencia disciplinaria, y sólo son susceptibles de revisión a través de los remedios previstos en el ordenamiento procesal. Lo contrario significaría cercenar el principio de independencia de los jueces en cuanto al contenido de sus sentencias. Así, es menester señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que: “lo relativo a la interpretación y aplicación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del Juez de la causa sin prejuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener la reparación a los agravios que los pronunciamientos del magistrado pudiera ocasionarles” (Fallos 303:741, 305:113).


Que el Consejo de la Magistratura  no puede inmiscuirse directa  o indirectamente en la competencia jurisdiccional. En otros términos, las sanciones disciplinarias apuntan a que este Consejo “logre disciplina en el cumplimiento de reglas ordenatorias para la administracion del universo de conflictos, no para la decisión  de un conflicto determinado, ni , consecuentemente, para imprimir una determinada línea a los actos procesales” (Kemelmajer de Carlucci, Aída, “El Poder Judicial en la reforma constitucional”.,  en AA.VV. “Derecho Constitucional de la Reforma de 1994”, Mendoza, Instituto Argentino de  Estudios Constitucionales y Políticos, 1995, T omo II, Pag. 275).

 
Que tal ha sido el criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto sostuvo que, cualquiera sea el acierto o el error de las resoluciones objetadas, ello deberá ser establecido dentro de los cauces procedimentales y por el juego de los recursos que la ley suministra a los justiciables. En este orden de ideas, resulta impensable que la potestad política que supone el juzgamiento de la conducta de los jueces esté habilitada para inmiscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y formular juicios al respecto (Fallos: 300:1330). 


Que lo atinente a la aplicación e interpretación de normas jurídicas  en un caso concreto es resorte exclusivo del juez de la causa sin perjuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en  el procedimiento o para obtener reparación a los agravios que los pronunciamientos de magistrados pudieren ocasionarles. No cabe pues, por la vía de enjuiciamiento, intentar un cercenamiento de la plena libertad de deliberación y decisión que deben gozar los jueces en los casos sometidos a su conocimiento, ya que admitir tal proceder significaría atentar contra el principio de independencia del Poder Judicial, que es uno de los pilares de nuestra organización constitucional” (Fallos: 305:113).


Que por ende, el presupuesto necesario de la función de juzgar resultaría afectado si los jueces estuvieran expuestos al riesgo de ser removidos por el sólo hecho de que las consideraciones vertidas en sus sentencias puedan ser objetables, a excepción de que ellas constituyan delitos o traduzcan ineptitud moral o intelectual (Fallos 274: 415), extremos que, por cierto,  no se configuran en la especie. 


Que, en conclusión, puede afirmarse que solo existe por parte del presentante Sequeira una mera disconformidad con el tiempo transcurrido en el otorgamiento de la medida cautelar desde el inicio de las actuaciones.


Que en razón de las consideraciones efectuadas, el Plenario del Consejo de la Magistratura entiende que la Dra. Alejandra Petrella no ha cometido ninguna de las faltas previstas en el  Art. 15 del Reglamento Disciplinario para Magistrados e Integrantes del Ministerio Público aprobado mediante Res. CM Nº 272/2008, por lo que no existe conducta pasible de sanción disciplinaria y que corresponde la desestimación de la denuncia y el archivo de las presentes actuaciones.


Que asimismo, teniendo a la vista la documental agregada y los hechos traídos a su conocimiento, este Plenario no advierte una demora injustificada en la tramitación del amparo y, al contrario de lo sostenido por el denunciante, destaca la celeridad puesta de manifiesto por la Sra. Jueza  titular del Juzgado CAy T Nº 12, Dra. Alejandra Petrella, y los integrantes de la Secretaría Nº 23 en la atención de quienes acuden a la Judicatura en busca de la defensa de sus derechos, requiriendo la adecuada y eficaz prestación del servicio de justicia.


Que por todo lo expuesto, y en uso de las facultades otorgadas por la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ley 31,  el Reglamento  General del Consejo y lo dispuesto en la Res. CM Nº 272/2008, 

 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA DE

LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:
Art. 1º: Desestimar la denuncia formulada  por el Sr. Rubén Delicio Sequeira contra la titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 12, Dra. Alejandra Petrella, por no existir conducta pasible de sanción disciplinaria, y disponer el archivo de las presentes actuaciones.

Art. 2º: Regístrese, notifíquese a la Comisión de Disciplina y Acusación y, por su intermedio a los interesados y, oportunamente,  archívese.  
RESOLUCIÓN Nº 263 /2009

 

N. Mabel Daniele




Mauricio Devoto 
                Secretaria





    Presidente
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